Comisión de Constitución, Códigos, 


Legislación General y Versión Taquigráfica N* 308 de 
Administración 2005 
S/C 


DEUDORES ALIMENTARIOS 


Inscripción 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 19 de octubre de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna (Vicepresidente) y Diego Cánepa (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Luis Alberto Lacalle Pou, Álvaro F. Lorenzo, 
Edgardo Ortuño y Javier Salsamendi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Con respecto al recurso de apelación contra el Decreto N* 2/2005 de la Junta Departamental de Canelones, ya 
remitimos la solicitud de que se amplíe la información, como establece la Constitución. 


Hoy se recibió un trabajo de legislación comparada sobre el Registro Nacional de Deudores Alimentarios, 
requerido por la Presidencia de la Comisión a los señores becarios, que vamos a distribuir entre los miembros 
de la Comisión. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Por lo que acabo de ver, la Intendencia Municipal de Artigas remitió antecedentes 
con respecto al recurso de apelación sobre ascensos y presupuestación de funcionarios 


Quiero saber cuándo fueron recibidos estos antecedentes, a efectos de computar el plazo que tenemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información remitida es parcial. Este es un problema del artículo 303, y es 
discrecionalidad del Intendente mandar o no la información. 


La nota que encabeza el envío de los antecedentes dice: "Corresponde informar que si bien estas 
Resoluciones no separan las situaciones entre funcionarios que ingresaron al Presupuesto y funcionarios 
ascendidos, el estudio caso por caso llevado adelante por el Departamento de Recursos Humanos, realiza esta 
separación. El cuadro detallado de los funcionarios ascendidos se terminará en los próximos días, y se lo 
enviará a Jurídica para que informe. Una vez que contemos con esa información, se la enviaremos". 


Podemos darnos por satisfechos con la información recibida o esperar un plazo prudencial. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Propongo que se envíe una nueva comunicación, reiterando que estamos a la 
espera de la información solicitada. 


SEÑOR LORENZO.- Me parece muy importante que estemos seguros de que no hay dudas de que el plazo 
no empieza a correr a partir de la recepción de antecedentes. Seguramente, habrá interesados en que esos 
decretos recurridos y resoluciones tengan firmeza, y no quiero dar lugar a dudas. Por lo tanto, habría que 
extremar la diligencia en la comunicación con el Intendente para trasmitirle esto y reiterarle la necesidad de 
que remita los antecedentes. De lo contrario, resolveremos sin los antecedentes, porque la omisión en su 
remisión ha sido responsabilidad del Gobierno Departamental anterior que generó las resoluciones en 
cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hablaremos con el señor Intendente y estamos seguros de que va a colaborar con el 
Poder Legislativo, como corresponde. 


SEÑOR LORENZO.- En la última reunión de la Comisión propuse que compareciera el señor Ministro del 
Interior, lo que fue votado por la unanimidad de los presentes. Quedó por determinarse la fecha, que se 
intentó coordinar por parte del Presidente de la Comisión. 


Es notorio que a nivel de la Cámara se definió otra instancia de concurrencia del señor Ministro, que es la 
interpelación. He tenido contactos informales a efectos de tener una idea de en qué fecha se realizaría, y 
parece que viene para largo, quizás de aquí a un mes. En el momento en que se planteó la interpelación yo 
entendí que no era incompatible una cosa con la otra, pero en una reflexión posterior, y en función de que se 
está dilatando la fijación de la fecha de la interpelación, considero que el motivo por el que el señor Ministro 
debía comparecer en la Comisión de manera inmediata, es decir, a explicar las investigaciones llevadas a 
cabo debido a las fugas del Penal de Libertad se ha ido agotando, porque nos hemos ido enterando más por la 
prensa que de la forma que hubiéramos preferido. Entonces, concluyo en que la convocatoria a la Comisión 
ha perdido sentido y propongo que la dejemos sin efecto. 


SEÑOR ORTUÑO.- Me parece que formalmente es correcto lo que plantea el señor Diputado Lorenzo. Se 
planteó un llamado a Comisión del señor Ministro del Interior y luego, por la misma temática, se operó el 
mecanismo del llamado a Sala, de la interpelación; parece lógico y natural que lo más deje sin efecto lo 
menos y que, en la medida en que está convocado el Ministro a Sala, la comparecencia a esta Comisión se 
desactive. 


Ahora bien, quiero hacer un comentario político. Más allá de la corrección con que se ha manejado el señor 
Diputado en esta materia, quiero decir que políticamente no comparto ni me parece de buena práctica 
legislativa ni de buen relacionamiento entre Gobierno y oposición que ante un hecho que legítimamente 
genera preocupación a la oposición y que fundamenta un llamado a Comisión, que es votado y respaldado 
por la bancada de Gobierno con la anuencia y la disposición a concurrir del propio Ministro, se active luego 
el llamado a Sala y la interpelación sin que medien consultas previas, no solo interpartidarias sino con los 
integrantes de todos los partidos de la Comisión, que con la mejor buena voluntad habíamos dado nuestro 
voto y estábamos colaborando para, precisamente como decía el señor Diputado, operar una inmediata 
concurrencia del señor Ministro. 


Este no es el ámbito para el debate de fondo, que ya lo tendremos, pero nos preocupa el tema y aspiramos a 
que esto no se vuelva a repetir. Insisto en que es una aspiración; por supuesto, la oposición tiene todo el 
derecho de accionar los mecanismos que entienda pertinentes cuando lo crea conveniente, pero en este caso, 
en relación con el señor Ministro del Interior y los hechos que se relataban, el planteo que había hecho el 
señor Diputado Lorenzo fue bien recibido por el Ministro y nos enteramos por la prensa -al menos en lo 
personal fue así- de que lo que se inició como un llamado a Comisión terminó en un llamado a Sala, en una 
interpelación, lo que nos sorprendió a todos, no porque no se tenga derecho de convocarlo -como 
efectivamente se hizo- sino porque nos descoloca en cuanto a los relacionamientos políticos naturales del 
caso. En la práctica parlamentaria, uno se había acostumbrado a que se llamara a un Ministro a Comisión y si 
sus explicaciones no eran de conformidad de quien lo convocaba, eventualmente se activara la instancia 
posterior, que es la interpelación. También podía suceder que se entendiera que el tema era de una gravedad 
tal que ameritaba que directamente se operara la interpelación. Lo que no es lógico es que se hagan dos 
convocatorias simultáneas, que se pase de un llamado a Comisión a la interpelación sin que medien las 
explicaciones del Ministro ni el análisis de si estas ameritaban la convocatoria a una instancia posterior. 


Sin duda, hay fundamentos políticos que han llevado a esto; simplemente, manifiesto mi desacuerdo. 
Hubiésemos preferido agotar con el señor Ministro la instancia del trabajo en Comisión -como hemos hecho 
en otras oportunidades- y después evaluar las consecuencias de esa comparecencia, como hacemos siempre. 
Lo dejamos como constancia y como aspiración de que en el futuro podamos procesarlo de esa manera. 


SEÑOR LORENZO.- El planteo que hace el señor Diputado Ortuño es correcto y en general es compartible. 
De hecho, la intención de mi propuesta en la sesión anterior de la Comisión era precisamente esa: ante una 
situación grave, que no queremos manipular ni manejar de manera inapropiada, porque se trata de temas 
delicados, proponíamos que el Ministro compareciera en la Comisión y diera las explicaciones y la 
información del caso. En esa instancia -lo dije el mismo día en que hice la propuesta- analizaríamos las 
responsabilidades políticas que pudieran derivarse y consideraríamos ese episodio en un marco más amplio, 
que es la gestión general del Ministerio. 


Lo que sucedió fue que en los dos o tres días subsiguientes el Ministro fue dando pasos y tomando decisiones 
-una de ellas fue el respaldo al Director Nacional de Cárceles-, lo que motivó que hiciéramos el planteo de 
generar una instancia distinta a la que estaba planteada. Una cosa es una sesión de trabajo para informarnos, 
intercambiar opiniones y de ahí evaluar qué pasos políticos se darían, y otra es la interpelación. Nos pareció 
oportuno plantearla sin esas consultas a que se hacía referencia, porque hubo hechos que se precipitaron, 
decisiones que se adoptaron, y entendimos que ello ponía el foco de la responsabilidad en él y, entonces, la 
instancia correcta a efectos de evaluar -no necesariamente con consecuencias negativas, eso hay que verlo- 
era el llamado a Sala y no la comparecencia en la Comisión. A eso se debió el cambio de planteo, en un 
momento en el que, además, estábamos bastante metidos en otras cosas y complicados. 


Además, en nuestra opinión, existía la necesidad de una reacción política inmediata. 


Este es el fundamento de por qué se manejó de esta manera. Si hubiera una táctica de tener predefinida la 
interpelación, no tendría sentido -al menos en mi caso- haber planteado la comparecencia a Comisión 
previamente. El tema es que se sucedieron determinados hechos entre la votación de la invitación a la 
Comisión y la decisión del llamado a Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los demás miembros de la Comisión están de acuerdo, queda sin efecto la 
convocatoria al señor Ministro del Interior. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Registro Nacional de 
Deudores Alimentarios". 


El Instituto de Derecho Civil ha propuesto modificaciones que, en general, son compartidas. 
En discusión el artículo 1*. 


Aquí hay una discordancia con el Instituto de Derecho Civil, pero creo que en su momento el señor Ministro 
de Educación y Cultura interino estuvo de acuerdo con la inclusión de esta modificación. 


SEÑOR CÁNEPA.- Como estamos bastante de acuerdo con las modificaciones propuestas por el Instituto de 
Derecho Civil, creo que deberíamos tomar como base final el texto correspondiente. En el caso del 

artículo 1*, la señora Diputada Tourné manifestó -estuvimos todos de acuerdo- que en vez de generar un 
registro se creara un acto inscribible para ahorrarnos el acto administrativo que significaría crear un nuevo 
registro. Digo esto como sistema de trabajo. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR LORENZO.- Esto tiene una redacción complicada; dice: "Créase como acto inscribible en el 
Registro Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, los deudores alimentarios que regula esta 
ley". En realidad, son las deudas. Se entiende que son actos personales. Habría que buscar una redacción más 
feliz. Obviamente, si el Instituto de Derecho Civil I y IV lo establece así, por algo será. Capaz que uno lo 
modifica y termina armando un desastre. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
(Se reanuda la toma la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hay acuerdo entre los señores Diputados, desglosaríamos el artículo 1? para ser 
considerado más adelante y realizar las consultas del caso. 


(Apoyados) 
———Correspondería considerar el artículo 2”. 


Si les parece bien, votaríamos la redacción dada por el Instituto de Derecho Civil, que es la misma que figura 
en el proyecto original, salvo en el literal B), donde se sugiere suprimir la expresión "o cinco alternadas". 


(Dialogados) 


SEÑOR SALSAMENDI.- Comprendo la explicación del Instituto de Derecho Civil, pero el problema es que 
se puede generar una obviedad como chicana: que se produzcan atrasos que no impliquen llegar a tres cuotas 
alimenticias consecutivas. Cuando se planteaba cinco cuotas alternadas, precisamente, se estaba previendo 
este tipo de situaciones, es decir determinado tipo de incumplimientos que no se daban todos los meses, pero 
que iban configurando cierta conducta. 


Entonces, si bien la explicación del Instituto es clara, se podría buscar una redacción que dé al Juez la 
posibilidad de resolver en ese caso concreto, cuando entienda que no exista culpabilidad, que no se trata de 
un acto de negligencia, etcétera. Supongo que lo que se está previendo es que es un caso ajeno a la voluntad 
del deudor. De manera que no me parece lo más correcto quitar la frase, porque quedarían afuera una serie de 
casos, lo cual sería brutalmente injusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con la posición del señor Diputado Salsamendi. 
SEÑOR LACALLE POU.- El Herrerismo también apoya esa posición. 


SEÑOR LORENZO.- Quizás la redacción apropiada sería establecer tres cuotas, sean estas consecutivas o 
alternadas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Al no hablar de cuotas alternadas o consecutivas, la redacción es más dura que la 
original. Concretamente se expresa: "Que adeude más de tres cuotas alimenticias total o parcialmente" - 
quiere decir que no son alternadas ni consecutivas; es en cuanto al monto de la deuda en sí-, "ya sea que se 
trate de alimentos provisorios o definitivos". Vale decir que la posición del Instituto, tal como interpreto su 
redacción, es bastante más dura que la del proyecto original. Solo basta con tres cuotas, que podrán ser 
alternadas o consecutivas, para que sea declarado deudor. 


En el literal B) del artículo 2” del proyecto del Instituto de Derecho Civil I y IV -la diferencia es con el 

literal B) del artículo 2” del proyecto que denominamos "Proyecto Nuevo Espacio"-, estamos definiendo a 
quién se considera deudor alimentario y estableciendo el monto de la deuda de las cuotas alimenticias que 
determinaría el ingreso a la categoría de deudor alimentario y su inscripción en el Registro Nacional de Actos 
Personales. 


El literal B) -que podríamos aprobar tal como quedó redactado- establece: "Que adeuden más de tres cuotas 
alimenticias, total o parcialmente, ya sea que se trate de alimentos provisorios o definitivos". En mi opinión, 
al no decir absolutamente nada sobre si la deuda debe ser de cuotas consecutivas o alternadas, estamos 
englobando a las dos opciones. Cuando uno legisla puede establecer explícitamente las dos opciones o no 
disponer ninguna para que se asuma que se lo considera deudor en cualquiera de las dos posibilidades. En 
caso de que lo aprobemos de esta manera, queda absolutamente claro que la intención y lo que se establece es 
que sean tres cuotas alimenticias consecutivas o alternadas. No es necesario que sean consecutivas. En el 
caso de deber tres cuotas alimenticias alternadas, la persona entraría en la categoría de deudor alimentario. 
Por lo tanto, creo que en este caso, a diferencia del proyecto original que establecía tres cuotas alimenticias 
consecutivas o cinco alternadas, resolvemos algo más "duro" -entre comillas-, pero para mí más justo, que es 
que sean tres cuotas, tanto consecutivas como alternadas. Esa persona que incumple de cualquiera de las dos 


maneras, entraría en la categoría de deudor alimentario como acto inscribible en el Registro Nacional de 
Actos Personales, con las consecuencias que se establecen. 


SEÑOR LORENZO.- Comparto lo manifestado por el señor Diputado Cánepa. La Comisión aprobó una 
redacción que decía: "Que adeuden más de tres cuotas alimenticias consecutivas o cinco alternadas". Si 
eliminamos "consecutivas o cinco alternadas", debe interpretarse que, dentro de las tres cuotas, estamos 
considerando las dos opciones. 


El Instituto de Derecho Civil agrega "total o parcialmente". Aquí hay un punto que no es menor: cuando hay 
una relación de deuda alimentaria, a veces el pago es irregular, fraccionado. Siempre hemos hablado de tres 
cuotas, pero en realidad es cuando se debe la cuarta porque hasta tres se tolera y no se lo considera moroso a 
efectos del registro de ese acto de deuda impaga en el Registro Nacional de Actos Personales, Sección 
Interdicciones. En mi opinión, habría que definirlo de otra manera. 


Entiendo lo que el Instituto de Derecho Civil pretende establecer, pero por la práctica y la modalidad con la 
que se dan estas deudas quedaría más claro disponer que se lo considerará deudor cuando adeude montos que 
superen las tres cuotas alimenticias. El Instituto de Derecho Civil establece en su proyecto "total o 
parcialmente" porque en la práctica hay entregas parciales. Hay que definir un monto -por ejemplo, cuando 
se superen tres cuotas- para que a partir de allí se considere a la persona morosa a efectos de su inscripción en 
el Registro Nacional de Actos Personales. 


SEÑOR LACALLE POU.- No comparto lo expresado anteriormente porque empezaríamos a considerar las 
fracciones y a calcular cuánto son tres cuotas para estirar la situación. Entonces, puedo deber más meses y 
todavía no llegar a las tres cuotas. 


(Interrupciones) 


Como dice el señor Diputado Lorenzo, se habla de un monto. Entonces, voy pagando parcialmente 
hasta llegar a ese monto para nunca deber tres cuotas; bicicleteo la situación. Me parece que lo del 
monto no es pertinente. No me cierra la matemática del señor Diputado Lorenzo. Si tengo que pagar 

$ 3.000 y pago $ 2.700 por mes, entonces nunca voy a deber tres cuotas. 


(Interrupciones) 


Sí, perfecto, llego a las tres cuotas en diez meses. 


(Interrupciones) 


Pero se deba total o parcialmente. De lo contrario, estamos abriendo una puerta para estas cosas. 
Aunque se deba parcialmente, se debe. Por algo el Juez fija un porcentaje alto; de no ser así, fijaría 
uno menor. 


Quiero hacer una reflexión. El señor Diputado Cánepa habla de la dureza y de la justicia. Sin entrar a 
polemizar, porque no es la intención, en realidad, cuando uno legisla para el universo -como se hace-, la 
dureza y la justicia dependerán del caso al que se apliquen. Hay un abanico de muchas posibilidades y por 
eso tomar este tipo de decisiones es difícil; se volcará la balanza para un lado o para el otro, pero siempre hay 
un margen arbitrario. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Considero que hay que mantener la redacción "total o parcialmente”, por la 
sencilla razón de que el incumplimiento se produce cuando no se cumple -valga la redundancia- lo que se 
había determinado. No importa si se trata de $ 1, de $ 100 o de $ 1.000, porque en definitiva estamos 
atendiendo el problema de que existe un incumplimiento que supera las tres cuotas alimenticias. En ese caso, 
el acto será inscribible. Cualquier cosa que complejice esto más va a dificultar su aplicación. Por lo tanto, me 
inclino por simplificar. 


El señor Diputado Cánepa me convenció con su argumentación sobre el tema de las tres cuotas, pero me 
parece que no tendríamos que complejizarlo más y dejar la redacción que envió el Instituto de Derecho Civil. 


SEÑOR LORENZO.- Acepto el planteo de los señores Diputados Lacalle Pou y Salsamendi. Sin embargo, 
mi propuesta -que retiro- era una fórmula de tipo cuenta corriente, y dada la forma en que estas prestaciones 
se pagan, es mucho más común que se fije un monto entero en lugar de una cuota todos los meses en una 
fecha determinada, salvo que haya un descuento en el sueldo ordenado judicialmente. De hecho, funcionaría 
como una cuenta corriente entre quien administra la pensión y quien la paga. Pero si esto significa que se 
deban hacer cálculos, creo que está bien dejar la redacción como está, con la cláusula "total o parcialmente", 
y que sean consecutivas o alternadas, para dejar claro que se incluyen las dos situaciones. 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto con el señor Diputado Salsamendi que es bueno tratar de avanzar. También 
comparto lo que dice el señor Diputado Lacalle Pou, porque a veces se utilizan expresiones que otra persona 
interpreta libremente, de la manera que considera conveniente. En el día de hoy no vamos a determinar, por 
ejemplo, qué es o no es justo. 


Quiero dejar claro que estoy convencido de que los Jueces no son meros aplicadores de derecho, sino 
también creadores de derecho. Por más que la Constitución de la República diga que la única fuente formal 
es la ley que vota este Parlamento, los Jueces también crean derecho. Eso me tiene sin cuidado, porque la 
aplicación de una norma depende de una cantidad de elementos que el Juez tiene en cuenta. 


Entonces, una posibilidad es dejar el literal B) como está, según la interpretación en cuanto a su alcance que 
le da la Comisión casi por unanimidad. Voy citar a alguien que sabe mucho de técnica legislativa, el profesor 
Sarlo. En contra de lo que él opina, soy un convencido de que si bien en la Facultad de Derecho se considera 
que ser sobreabundante es de mala técnica legislativa, a veces poner cosas obvias no está mal, y repetir 
algunos conceptos para dejar clara la voluntad política de los representantes me deja más tranquilo. Digo esto 
aunque en algún seminario se exprese que las técnicas legislativas son horrorosas. Entre una buena técnica 
legislativa y que quede absolutamente claro qué es lo que se quiere decir, aspiro a que quede clara la voluntad 
del Parlamento, porque quien luego deba aplicar la norma muchas veces termina haciéndolo sin tener en 
cuenta esta voluntad mayoritaria o a veces unánime. 


Acepto que la redacción quede tal como está porque está clara cuál es nuestra voluntad. Cuando la ley se 
empiece a aplicar se verá caso por caso cuál es el alcance que se le da según la circunstancia, porque siempre 
hay particularidades que hacen que estos aspectos se mediaticen. 


SEÑOR LACALLE POU.- El señor Diputado Cánepa hace una afirmación peligrosa en cuanto a la 
competencia de los Magistrados. No comparto que los Jueces creen derecho. Es más: quienes han tratado de 
hacerlo han sido pésimos Magistrados, y lamentablemente a algunos los tenemos en sitiales de privilegio. 


SEÑOR ORTUÑO.- Lo mío es casi una exhortación o un pedido de orden. Entiendo que tenemos 
legisladores en la Comisión que tienen predisposición a hacer planteos generales que muchas veces nos 
ilustran sobre cuestiones de filosofía del derecho u otras más generales, pero a veces, y sin que sea la 
voluntad de quien los realizan, como en este último caso, derivan el centro del debate hacia otros puntos, y 
así lo acaba de confirmar la intervención del señor Diputado Lacalle Pou. 


Por lo tanto, pediría -creo que es muy importante que en esta sesión o en la siguiente podamos aprobar este 
proyecto- que nos circunscribiéramos al objeto del análisis y que las referencias que se hagan tengan que ver 
con lo que estamos considerando. De lo contrario, temo que podamos ingresar en una disquisición más bien 
teórica, que no rehúyo y que muchas veces ilustra, pero que hoy no viene al caso. 


SEÑOR LORENZO.- Comparto la precisión del señor Diputado Ortuño, pero el señor Diputado Cánepa 
estaba preguntándose qué sentido tenía que aprobáramos una redacción sobreabundante o que agregue 
palabras. Entiendo la precisión que hace el señor Diputado Lacalle Pou, pero a veces hay que leer las 
expresiones de ambos. Supongo que cuando el señor Diputado Cánepa manifestó que los Jueces crean 
derecho no quiso decir que crean normas; de lo contrario, adhiero al planteamiento del señor Diputado 
Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entonces, ¿qué es crear derecho? 


SEÑOR LORENZO.- Es crear normativas y decisiones particulares. Cuando hay una sentencia se crea 
derecho. 


SEÑOR LACALLE POU.- Esa es la definición de juzgar. 
(Diálogos) 
SEÑOR LORENZO.- Quería moderar la oposición de las opiniones, pero es imposible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aun compartiendo el punto de vista del señor Diputado Ortuño, la Mesa no tiene 
otro remedio que dejar librado el debate. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Aclaro que estoy de acuerdo con el señor Diputado Cánepa, pero no voy a discutir 
acerca del tema. 


En cuanto al artículo 2”, por lo que entendí, no hay ninguna otra oposición. Por lo tanto, planteo que 
avancemos en el artículo 3”. 


(Interrupciones) 


Insisto en que la mejor redacción posible es incluir la frase: "a efectos de su inscripción en el Registro 
Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones”. La creación del acto en el artículo 1? se debe a que 
mantuvieron la redacción tal como venía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 1? debería establecer: "Créase como acto inscribible en el Registro 
Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, el oficio que declare deudor alimentario según lo que 
regula esta ley". Habría que dejar el artículo tal como está hasta la coma, y en lugar de establecer "los 
deudores alimentarios que regula esta ley", que era lo que le parecía mal a la Comisión, habría que disponer 
"el oficio que declare deudor alimentario", que es lo que se inscribe, porque el oficio viene del Juzgado a 
petición de parte, como lo establece el artículo 3%. De otro modo, podríamos establecer: "la declaración como 
deudor alimentario" -porque se declara deudor alimentario-, en lugar de "el oficio que declare deudor 
alimentario". 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica) 


En consecuencia, léase el artículo 1”, con las modificaciones propuestas. 


(Se lee:) 


"Agrégase al artículo 35 de la Ley N 16.871, de 28 de setiembre de 1997, la inscripción de los deudores 
alimentarios morosos con el alcance previsto por esta ley". 


———O sea que se elimina el primer inciso del actual artículo 1”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SENOR ALONSO.- ¿No ponemos "nomen juris" al artículo 1? ? 
SEÑOR PRESIDENTE.- No es imprescindible. 


SENOR ALONSO.- No lo es, pero lo podríamos establecer por técnica legislativa. 


SEÑOR LORENZO.- Podríamos llamarlo "Acto inscribible". 


SEÑOR CÁNEPA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 2*. 


SEÑOR SALSAMENDI.- El artículo 2* debería establecer: "Se considera deudores alimentarios, a efectos de 
su inscripción en el Registro Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, a aquellas personas que 
reúnan acumulativamente las siguientes condiciones: (...)". 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero que quede claro que el literal B) establece: "Que adeuden más de 3 (tres) cuotas 
alimenticias, total o parcialmente, ya sea que se trate de alimentos provisorios o definitivos". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, léase el artículo 2, "Deudores alimentarios", con las 
modificaciones propuestas. 


(Se lee:) 


"Se considera deudores alimentarios, a efectos de su inscripción en el Registro Nacional de Actos Personales, 
Sección Interdicciones, a aquellas personas que reúnan acumulativamente las siguientes condiciones:- A) 
Que estén obligadas a servir una pensión alimenticia cuyos beneficiarios sean niños o niñas o adolescentes, 
menores de veintiún años, o mayores de veintiún años si se trata de personas discapacitadas, habiendo nacido 
la obligación por sentencia ejecutoriada o convenio homologado judicialmente.- B) Que adeuden más de 3 
(tres) cuotas alimenticias, total o parcialmente, ya sea que se trate de alimentos provisorios o definitivos.- C) 
Que previamente se le haya intimado judicialmente los adeudos y que el obligado no haya probado 
fehacientemente que carece momentáneamente de recursos para afrontar las obligaciones alimenticias.- Una 
vez que sea intimidado, si el obligado se encontrase imposibilitado de cumplir, la tramitación de la oposición 
se realizará por la vía incidental.- D) No será procedente la inscripción en el Registro Nacional de Actos 
Personales, Sección Interdicciones, cuando de oficio o a petición de parte se acredite que existe una acción de 
rebaja o de exoneración de la pensión alimenticia no abonada por el obligado, iniciada con anterioridad a la 
petición de inscripción y esté pendiente de resolución definitiva". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Léase el artículo 3*. 


(Se lee) 


En discusión. 


Aclaro que no hay contradicciones entre la redacción aprobada por la Comisión y la dada por el Instituto de 
Derecho Civil. 


(Diálogos) 


Corresponde que se haga referencia al artículo 2”. La redacción debería ser la siguiente: 
"Verificados los extremos previstos en el artículo 2” de esta ley (...)". 


SEÑOR ALONSO.- ¿En el literal D) no debería figurar nombres, apellidos y domicilios de los beneficiarios, 
todo en plural? 


SEÑOR LACALLE POU.- No; en los artículos anteriores se hace referencia a un solo domicilio. 
SEÑOR CÁNEPA.- Precisamente, a los efectos del proceso se establece un único domicilio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La idea es que esto sea potestativo o imperativo del Juez? Lo pregunto porque en 
el artículo 3” dice "podrá ordenar", lo que da al Juez la discrecionalidad. Si esta es la idea, está bien 


redactado; si no lo es, debemos establecer que el Juez "ordenará". 
(Diálogos) 


SEÑOR LACALLE POU.- Para que alguien sea pasible de ser registrado se tienen que dar condiciones 
objetivas; por lo menos así se desprende de los artículos precedentes. Si soy un obligado e incumplo, soy 
deudor alimentario y mi acto es inscribible. Lo que el Juez tiene que hacer es ordenarlo; no tiene 
discrecionalidad. El Juez debe evaluar si se cumplieron las condiciones objetivas, y si efectivamente fue así, 
debe proceder sí o sí. Entonces, no es "podrá", sino "deberá". 


SEÑOR CÁNEPA.- Comparto lo que dice el señor Diputado Lacalle Pou. No quiero decir algo que se 
malinterprete, pero no me parece tan fácil que un Juez evalúe derechos objetivos y ponga un sello porque está 
atado a una ley; la realidad es más compleja. De todos modos, estoy de acuerdo con que tenemos que 
establecer la obligación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso preguntaba a la bancada de Gobierno si su voluntad política es dar la 
facultad al Juez o establecer esto como obligación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Si se deja esto como discrecional o facultativo del Juez hay que cambiar la 
redacción de los artículos anteriores, porque no se trata de que se podrá considerar deudor alimentario. 


(Diálogos) 
SEÑOR CÁNEPA.- En este caso, podríamos evaluar que es a pedido de parte, no de oficio. 
(Diálogos) 


SEÑOR LACALLE POU.- Lo que plantea el señor Diputado Cánepa es distinto en segunda instancia, porque 
esto no funciona de oficio. Quien incita el celo es la parte; una vez que la parte hace saber al Magistrado que 
quiere que ese acto se inscriba, lo que tiene que hacer este es inscribirlo. Eso es distinto a actuar de oficio, 
porque si la parte no dice nada, el Juez no tiene por qué inscribir el acto. La obligación del Juez se genera 
cuando la parte lo solicita; en ese caso, el Juez debe necesariamente inscribir el acto. 


SEÑOR CÁNEPA.- Reitero que comparto lo que dijo el señor Diputado Lacalle Pou. Oportunamente, 
agregué que podríamos evaluar si es a pedido de parte o de oficio, pero está claro que esto opera a pedido de 
parte y, por ende, deberíamos cambiar "podrá" por "deberá". 


SEÑOR ORTUÑO.- Debemos tratar de precisar algo que se está confundiendo y que estaba claro, tanto en la 
iniciativa que estamos considerando como en los anteproyectos presentados. Cuando se establecía "podrá 
ordenar", se hacía referencia a que el Juez debía verificar que se cumplieran las condiciones, los extremos 
establecidos por la ley. ¿Por qué? Porque en la medida en que la solicitud ante el Juez es a instancias de parte, 
este debe verificar que se dan los extremos establecidos en el artículo 2” -que es lo que para mí debería 
incorporarse- y, en la medida en que efectivamente se comprueba que la persona está debiendo lo que la parte 
solicitante denuncia, el Juez debe obligatoriamente inscribirlo; en ese caso, no hay potestad ninguna. 


Entonces, no creo que sea correcto establecer "deberá"; en todo caso, la formulación debería ser "ordenará". 
Lo que podríamos incorporar como salvaguarda para que esto sea automático y el Juez deba verificar que se 
cumplan las condiciones para la inscripción es la referencia al artículo 2”. 


SEÑOR LACALLE POU.- La primera palabra del artículo 3% es "Verificados"; por lo tanto, no se necesita 
más. ¿Qué va a verificar el Juez de algo que ya está verificado? En este caso, el "podrá" está mal utilizado 
por el Instituto de Derecho Civil I y IV; está mal empleado aquí y también en los proyectos anteriores, porque 
se habla de cosas que ya están verificadas. No estamos en instancias en las que debemos comprobar si se 
cumplieron o no las condiciones objetivas a las que se hace referencia en los artículos anteriores. Entonces, 
por supuesto, el termino que corresponde usar es "ordenará". 


(Apoyados) 


SEÑOR LORENZO.- No tengo dudas de que el texto que hay que aprobar es el que dice "ordenará". Hay que 
darle sentido a esto y una causa que, eventualmente, no tiene. Lo que pasó es que la redacción vino algo 
desprolija y todos la aceptaron. 


Sin entrar en una discusión, creo que en nuestro sistema jurídico hay leyes que son generales y abstractas - 
aunque aquí se votan algunas que no lo son- y los Jueces tienen que definir si se dan ciertas circunstancias, 
hechos o personas que encajan en las hipótesis previstas en la ley. 


Aquí definimos una situación en la cual entendemos que hay un acto inscribible -se describe claramente cuál 
es- y el Juez tiene que aplicar la ley. No hay lugar a que esto sea facultativo; el Juez no puede tener la 
facultad de definirlo; podrá procesar o condenar. 


SEÑOR LACALLE POU.- El Juez no crea derecho. 
SEÑOR LORENZO.- Crea derecho pero no las normas generales y abstractas. 


Entiendo la precisión que el señor Diputado Lacalle Pou pretende hacer porque he escuchado con asombro y 
he leído declaraciones con disparates jurídicos por parte de Senadores con experiencia, incitando a los jueces 
a que actúen en contra de la normativa y con sensibilidad, en virtud de la realidad política y social actual. Por 
ello comprendo a qué se debe la precisión del señor Diputado. Sin embargo, no se trata de que el Juez pueda 
hacer algo, sino que debe hacerlo porque esa es su función una vez acaecidos los hechos y verificado que se 
deben a un centro de imputación de normas, en este caso, el deudor alimentario. Entonces, hay que establecer 
"ordenará". No creo que deba ser de otro modo, salvo que haya versiones taquigráficas, exposiciones de 
motivos o informes que demuestren que esta redacción que dice "podrá ordenar" obedezca a algo que alguien 
intentó poner con un objetivo determinado. Me parece que es una redacción que se coló, que vino así y siguió 
sin que le diéramos mayor trascendencia en las distintas instancias. Ahora lo estamos haciendo. A veces, estas 
discusiones no son algo menor, porque la redacción es lo que define después las cosas. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Inmediatamente a la palabra "el Juez", en la versión que tenemos tiene que ir una 
coma. 


En relación a lo demás, creo que el texto tiene que decir "ordenará", más allá de que la teoría del Juez esclavo 
del derecho ya perdió vigencia hace treinta años. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, se agregará una coma después de "el Juez" y proponemos que luego 
de "Registro Nacional de Actos Personales" se agregue otra coma y "Sección Interdicciones". 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 4”. 


(Se lee) 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 5". 


(Se lee:) 


"Artículo 5”.- (Solicitud de cuentas bancarias y tarjetas de crédito).- Las entidades financieras comprendidas 
por el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, y las emisoras de tarjetas de crédito, deberán 
solicitar información al Registro Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, antes del 
otorgamiento o renovación de créditos, apertura de cuentas bancarias, emisión y renovación de tarjetas de 
crédito y débito. La omisión de este requisito o el otorgamiento cuando el solicitante se encontrare inscripto 
como deudor en el Registro Nacional de Actos Personales, Sección Interdicciones, hará solidariamente 
responsable a la entidad financiera por el monto de la obligación alimentaria no cumplida, sin perjuicio de las 
sanciones pecuniarias que determine el Banco Central del Uruguay (BCU), por su omisión". 


SEÑOR LACALLE POU.- Este tipo de sanciones ¿son "justas" -entre comillas- y adecuadas? Me pregunto si 
no nos estamos entrometiendo en actos totalmente particulares del individuo, aunque se trate de un deudor. Si 
lo estamos haciendo o no, quisiera saber si es la voluntad de este Registro. 


SEÑOR SALSAMENDI.-- Las sanciones a las que se llegó -llamémosles así-, que están comprendidas en los 
artículos 5” y 6”, fueron producto de un muy largo debate. Quiero aclarar que no hay una intromisión en actos 
privados. Obviamente todo esto es público; en el tema de los alimentos a los niños está en juego un derecho 
consagrado en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, en la Constitución de la República, 
etcétera. Es evidente que no se trata de un problema privado, sino que es de carácter público e interesa a toda 
la sociedad. 


Aquí se estableció determinado tipo de sanciones que, tal como aclaré -lo digo nuevamente-, inclusive 
debería tener una severidad mayor. No obstante, este es el mejor acuerdo al que se pudo llegar. Entonces, si 
en este momento introdujéramos nuevos planteos, complicaríamos la situación; por lo tanto, estamos 
dispuestos a votar el artículo en estos términos. 


SEÑOR LACALLE POU.- No quiero que se me entienda mal. Me queda claro que la relación entre el deudor 
y el titular de la pensión es de carácter público, pero yo estoy hablando de las sanciones. La relación privada 
se interrumpe, se corta o se prohíbe mediante la sanción. Aclaro que no estoy hablando del hecho generador, 
que es público y de interés general, sino de la sanción. En este caso, si yo voy mañana a cualquier empresa 
emisora de tarjetas de crédito, no me la pueden emitir y esa es la relación privada. 


Quiero que se me entienda; creo que el señor Diputado Salsamendi no comprendió que no estoy hablando del 
hecho generador, sino de la consecuencia de una relación pública. Reitero que no pretendo obstruir nada; 
simplemente quisiera saber hasta dónde llega la severidad con que se quiere actuar contra quien es deudor. 


SEÑOR ALONSO.- Estuvimos estudiando el tema de la severidad de las normas con la señora Diputado 
Tourné, quien de alguna manera ha impulsado este proyecto de ley. Personalmente, discutí con ella acerca de 
la posibilidad de ampliar su alcance, a los efectos de que no comprendiera exclusivamente el universo de 
ciudadanos incumplidores. Téngase presente que estas normas llegan a gente que tiene cierto nivel, que se 
mueve en determinado mundo, en cierto circuito, en el área comercial, que contrata con el Estado, que utiliza 
tarjetas de crédito o que recurre al sistema de intermediación financiera para conseguir crédito. Para quienes 
no hacen nada de eso, prácticamente no se establecen sanciones. Eso me preocupa, porque aunque el 
proyecto de ley está bien inspirado, evidentemente va a comprender un sub universo entre el total de quienes 
no cumplen con su obligación. Téngase presente que estamos ante una circunstancia que tiene aspectos 
particularmente sensibles -digo esto en la misma línea que el señor Diputado Salsamendi-, porque tiene que 
ver con los derechos de los niños. 


De manera que suscribo integralmente todas las penas que aquí se establecen, no obstante lo cual hubiera 
preferido incluir más sanciones. 


SEÑOR LORENZO.- Entiendo el planteo del señor Diputado Alonso; creo que es correcto, pero hay que 
tener presente que en definitiva aquí hay una deuda y existe otro tipo de interdicciones que se pueden 
establecer, por ejemplo, el embargo, que también es inscribible. Además, existe la posibilidad de que se 
afecte el salario. Entonces, realmente estamos ante una figura jurídica que tiene otros medios de protección y 
este proyecto de ley, en particular, establece una consecuencia adicional al estar en tal condición. Quien 
quiere accionar para solicitar el cumplimiento de la pensión, antes de la aprobación de este proyecto de ley, 
puede recurrir a un embargo; eso está dentro del régimen general. Además, tiene otras posibilidades 
particulares, como la de que se haga el descuento del salario; me refiero a la obligación de un tercero de 
actuar como agente de retención de la pensión. 


De manera que hay que tener presente que este proyecto de ley establece una consecuencia jurídica 
complementaria o adicional que dificulta la posibilidad de que el deudor moroso se mueva en el mundo de las 
relaciones jurídicas -en este caso, comerciales- con fluidez. Como decía, hay situaciones que ya están 
comprendidas en el régimen general de deudas; aquí se están agregando elementos específicos. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Tenemos en nuestro poder un trabajo en el que figura el tipo de sanciones que se 
establecen en otros países. Por ejemplo, en la legislación de Puerto Rico se habla de embargo de bienes del 
alimentante, de imposición de interés legal sobre la deuda, de informar la deuda a las agencias de crédito, de 
pérdida o no expedición de permisos o endosos gubernamentales, de imposibilidad de contratar con el 
Gobierno de Puerto Rico o con el Gobierno Federal, de pérdida del pasaporte estadounidense si la deuda 
excede determinado monto, de publicación de la fotografía del alimentante incumplidor en los medios de 
comunicación, de fijación de abonos adicionales a la pensión alimenticia para el pago de la deuda y de 
imposición de una fianza a favor del alimentado. 


En tanto, en la legislación de Buenos Aires se establece que las instituciones u organismos públicos de la 
ciudad no pueden abrir cuentas corrientes o tarjetas de crédito, otorgar habilitaciones, concesiones, licencias 
o permisos, ni designar como funcionarias o funcionarios jerárquicos a quienes se encuentren incluidos en el 
registro, etcétera, y así podemos seguir. 


En Costa Rica no se plantea un registro como vamos a establecer aquí, sino una norma concreta. En este 
informe se cita un artículo 14 de restricción migratoria, que establece que ningún deudor de pensión 
alimenticia podrá salir del país, salvo que se lo hubiese autorizado en forma expresa o hubiere garantizado el 
pago de por lo menos doce mensualidades de cuota alimentaria, y el aguinaldo. Este informe fue elaborado 
por Rodolfo Perdomo y Gabriela Rodríguez, becarios del PNUD. 


Lo que estamos planteando es muy restringido en cuanto al derecho comparado. Insisto: esto fue lo máximo a 
lo que se pudo llegar. Me parece que introducir cualquier modificación en este momento, obstaculizaría la 
aprobación del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 5% con las modificaciones solicitadas. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Léase el artículo 6*. 


(Se lee) 


En discusión. 
(Diálogos) 


SEÑOR ALONSO.- Al final del artículo se establece: "Quedan comprendidas todas las personas físicas que 
sean directivos de personas jurídicas proveedoras". Tengo dudas respecto a si no habría que establecer 
"directores", para que quede bien identificado de quiénes estamos hablando: en este caso serían directores de 
sociedades anónimas. El señor Diputado Lorenzo me apuntaba que quienes administran sociedades de 
responsabilidad limitada no tienen ese cargo sino que son administradores. Además, si bien el término 
"directivos" es más genérico, es poco utilizado. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Se podría establecer "directores o administradores de personas jurídicas". 
(Diálogos) 


SEÑOR LORENZO.- La precisión del señor Diputado Alonso me parece muy atinada. Tendríamos que entrar 
en figuras como las que se establecen para la responsabilidad solidaria de los administradores de las S.R.L. 
en materia laboral o para la responsabilidad ante situaciones de defraudación tributaria. Tenemos que afinar 
la redacción, porque podemos dejar afuera algunas situaciones. Por ejemplo, si la que va a contratar con el 


Estado es una cooperativa, ¿qué sucede? Habría que utilizar una expresión suficientemente abarcativa de 
todas las situaciones de dirección de personas jurídicas, porque también puede tratarse de una ONG o de una 
asociación civil. Quizás sea apropiado el término "directivos", que no es de uso en el mundo jurídico pero sí 
en el de la gestión de organizaciones y empresas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Se podría redactar de la siguiente manera: "Quedan comprendidas todas las personas 
físicas que sean miembros de la dirección de personas jurídicas proveedoras". La frase "miembros de la 
dirección" abarca a todos y no solo a los directores. 


SEÑOR LORENZO.- Podría ser: "Quedan comprendidas todas las personas físicas que integren Órganos de 
dirección de personas jurídicas proveedoras". 


SEÑOR CÁNEPA.- Me parece bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me pregunto si este artículo apunta a sacar del comercio con el Estado solo a las 
personas físicas o también a las personas jurídicas de las cuales son integrantes algunas personas físicas. 
Supongamos que una persona física está en la situación de deudor alimentario moroso e integra un directorio 
con otras cuatro personas. ¿Las otras cuatro personas no podrán comerciar con el Estado? 


SEÑOR LORENZO.- La oración final del artículo 6* pretende establecer que las personas jurídicas que 
tengan entre sus directivos a deudores alimentarios morosos, no puedan contratar con el Estado. Las personas 
físicas ya están comprendidas como consecuencia de lo que establecen los anteriores artículos. La redacción 
está al revés. Tendría que ser: "Quedan comprendidas todas las personas jurídicas proveedoras, cuyos 
integrantes de los órganos de dirección (...)", y continúa. Esto no quiere decir que los otros cuatro directores 
no puedan hacer nada a título individual. Además, no hay persona jurídica que sea deudor alimentario. 


(Diálogos) 


SEÑOR SALSAMENDI.- En principio, estoy de acuerdo con la frase final del artículo 6%, pero 
necesariamente habrá que buscar una redacción diferente. Los señores Diputados Lorenzo y Cánepa han 
avanzado en este sentido. Es verdad que prácticamente no hay personas físicas proveedoras del Estado que 
no tengan alguna forma jurídica. Por lo tanto, si no existiera la inhibición a las personas jurídicas en función 
de que tengan personas físicas como Directores o administradores que sean deudores alimentarios, todo el 
artículo se volvería inaplicable. 


Con relación al informe del Instituto del Derecho Civil en el sentido de que la información sea brindada 
directamente a aquellos casos que se prevén en los artículos 5” y 6%, lo que se busca es no generar un 
encarecimiento del crédito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que está bien lo que ha hecho el Instituto en este caso, y que nosotros 
estábamos encarando mal el artículo. Lo que se quiere prever en el artículo 6” es la obligación que se 
establece de acreditar que no se encuentren inscriptos en el Registro e invertir la carga. Por ese motivo, el 
último inciso establece: "Quedan comprendidas todas las personas físicas que sean directivos de personas 
jurídicas proveedoras". Se establece una obligación a aquellos Directores miembros de personas jurídicas que 
contratan con el Estado y, si son cinco, todos acrediten que no están inscriptos. Entiendo que por ahí viene la 
cosa, pero me parecía que se trataba de establecer una especie de responsabilidad o de interdicción. Me 
parece que se trata de la información que deben brindar las personas físicas proveedoras del Estado o 
miembros de personas jurídicas que comercien con el Estado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Voy a dar un ejemplo grosero o exagerado. Es como exigir a cualquier proveedor 
del Estado un examen que certifique que no tiene SIDA. Creo que la obligación se le debería dar al Estado en 
el sentido amplio de no poder contratar ni tener relaciones comerciales con aquellas personas físicas o 
jurídicas cuyos directivos estén en deuda con sus pensiones. Nosotros tendemos a pensar en el gran 
proveedor del Estado, que tiene una oficina montada, y debido a la "burrocracia" se termina beneficiando a 
este y no al pequeño proveedor. Pero al pequeño proveedor cada vez le ponemos más obstáculos, y además 
de los trámites del BPS y la DGI tiene que acreditar que no es deudor, cuando en realidad debería ser lo 
opuesto. La carga debería ser por parte de quien contrata. Como decía el señor Diputado Salsamendi, este es 
un tema de interés nacional y, por tanto, de interés del Estado, y la carga de no contratar debería recaer en la 


Administración Central, en los entes autónomos, en los servicios descentralizados y en los gobiernos 
municipales. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el caso del artículo 5%, estamos hablando de entidades financieras; por lo tanto, 
si bien puede considerarse que podría llegar a haber una traslación de este costo al crédito que se solicita, de 
todos modos me inclino por dejar el artículo exactamente como está redactado. 


En el caso del artículo 6”, creo que poner de cargo del Estado el hecho de obtener la información registral y, 
por ende, el control, en realidad solo podría hacerse en dos casos: si cualquiera de los organismos que aquí se 
mencionan absorben el costo de lo que implicaría la obtención de los certificados o si el Registro absorbiera 
el costo de emitir gratuitamente esto. En cualquiera de los dos casos manifiesto que no tendría acuerdo, tanto 
por la forma en que se financia la Dirección General de Registros, como por el mayor volumen de trabajo que 
podría implicar e inclusive costos de parte del Estado. Estaríamos liberando de una obligación a determinado 
tipo de ciudadanos proveedores del Estado y diseminando esa obligación entre todos los ciudadanos que 
sostienen el funcionamiento del Estado. Por lo tanto, prefiero concentrar esa obligación en los proveedores y 
no ponerla de cargo de toda la sociedad, en este caso representada por cada uno de los organismos de los que 
acá hablamos. 


SEÑOR LACALLE POU.- Tratando de seguir el razonamiento del señor Diputado Salsamendi, los costos 
siempre van a recaer en el Estado. Cuando yo le vendo una lapicera "Bic" al Estado que cuesta $ 2 o $ 3 y sé 
que el Estado me va a pagar tarde, mal y nunca, se la cobro a $ 10. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Antes sucedía eso; ahora no pasa más. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me alegro de que así sea y de que estén imitando lo que aplicó el doctor 
Guillermo García Costa en el Ministerio de Salud Pública durante su mandato, porque fue una muy buena 
experiencia. 


Pero remontemos el ejemplo a cuando sucedía eso. En este caso el proveedor se va a preguntar cuánto le 
cuesta ese trámite, si es que le cuesta, porque tenemos la idea fija de que esto tiene que costar dinero. 
Estamos pensando en el típico Estado papelero, burocrático, al que tenés que ir a pagar un timbre, salir con 
un papel y llevarlo a tal lado. Acá no se dice en ningún momento que la información se deba acreditar 
mediante un papel. Creo que es el Estado el que, mediante la información telefónica o un sistema 
informatizado -como deberá tener este Registro- deberá verificar si es o no deudor. ¿Por qué el individuo, que 
al fin y al cabo es al que yo tengo que proteger, es el que tiene que demostrar que no es deudor? La vida es al 
revés; yo tengo que demostrar si soy culpable de algo o deudor. No tengo que andar por el camino diario 
demostrando que no soy deudor o culpable en otros aspectos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Cánepa) 


Que el legislador no me haga andar demostrando que no soy deudor y menos de una obligación 
tan sensible como esta. Si el Estado va a contratar conmigo que se asegure que yo no soy deudor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cánepa).- Por más que vayamos a seguir trabajando, el señor Diputado Lacalle Pou 

toca un elemento que excede esta ley, aunque comparto su preocupación. En muchas oportunidades podemos 
llegar a generar más trámites -no me gusta la expresión "traba burocrática"- o más elementos. Inclusive, no es 
un problema del dinero que se invierte sino del tiempo, que es más importante para el empresario. 


También creo -no es una preocupación menort- que en estos casos, para poder establecer garantías de 
cumplimiento y sanciones uno necesita fijar determinado tipo de controles. Y cualquier tipo de controles - 
esto da para un debate más profundo- implica determinada necesidad de intervención en la fluidez natural de 
las relaciones humanas y los negocios. 


Inclusive, me preocupa mucho más que no hayamos encontrado una solución en el artículo 5” que ya 

votamos, con la salvedad del señor Diputado Salsamendi, en el caso de proveedores del Estado, porque el 
monto para pedir una información registral hoy no supera los $ 396, y no modifica el elemento. Digo esto 
porque a algunas personas de muy bajos recursos que quieran acceder a un crédito, este trámite se los va a 


encarecer, ya que demostrar que no son deudores alimentarios va a generar un costo, y si corriese por cuenta 
de la entidad de intermediación financiera, seguramente esta lo traslade a quien va a dar el crédito. 


Digo más: el bien jurídico que estamos tutelando aquí es tan importante y fuerte -la unanimidad de la 
Comisión, el Gobierno y la oposición están de acuerdo en que el interés que estamos tutelando en esta ley es 
muy fuerte- que creo que, en este caso, está justificado plenamente que una persona vaya y demuestre que no 
está en esa hipótesis, como lo establecimos. Del mismo modo que una persona física lo hace para solicitar un 
crédito o renovar una tarjeta de crédito, el proveedor debe demostrarlo. 


Y voy a agregar otro elemento, no con el ánimo de debatir con el señor Diputado Lacalle Pou, pero hay 
algunas afirmaciones que hizo que, en mi opinión, no son del todo exactas. Normalmente, se debe probar que 
uno no es deudor; la ley lo establece desde hace muchísimo tiempo, no lo inventamos ahora. En el Estado 
más liberal, en muchas oportunidades uno debe presentar un libre de prenda y embargo, que no es otra cosa 
que demostrar que uno no debe, para poder contratar o para realizar determinados negocios, inclusive a nivel 
privado. 


(Interrupción del señor Representante Lacalle Pou) 


No digo que esté bien o mal, sino que es común y necesario, inclusive en el mundo privado, 
asegurarse la carga de quien va a hacer un negocio o contratar de demostrar que no tiene determinado 
tipo de deudas o que no se encuentra en situación de morosidad. 


Más allá de lo expresado, comparto que no es menor la preocupación del señor Diputado Lacalle Pou en 
cuanto a alertarnos para que cuando legislemos tengamos siempre presente ese aspecto; creo que lo tenemos 
presente, pero son opciones que se toman, y ello no quiere decir que no exista preocupación por parte de 
todos. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quiero reconocer que, efectivamente, a partir de los planteos que realizó el señor 
Diputado Lacalle Pou y de la discusión anterior que hubo sobre la última oración del artículo 6”, ha quedado 
de manifiesto la necesidad de buscar un mayor acuerdo en torno a una mejor redacción de esta disposición. 


Con relación a lo que manifestaba el señor Diputado Lacalle Pou, quiero decir que comparto la inquietud y la 
orientación de que el Estado uruguayo, en la medida en que se modernice e incorpore mecanismos de mayor 
fluidez en la comunicación entre sus distintas partes, debería facilitar el relacionamiento de los ciudadanos 
con el Estado y también de los proveedores y de quienes se relacionan comercialmente con el Estado. En este 
sentido, comparto la preocupación de tratar de no generar la carga tal como estaba planteada en el proyecto y 
estaría dispuesto a buscar una redacción que contemplara la preocupación planteada. Repasando la reseña 
que se ha aportado de la legislación comparada -que ha resultado muy útil-, el señor Diputado Salsamendi 
señalaba que en Argentina es efectivamente como señalaba el señor Diputado Lacalle Pou, o sea que el 
Estado es el que debe buscar la información en cuanto a si equis proveedor está inscripto o no, si está en falta 
o no, antes de proceder a concretar los contratos. 


Entonces, propongo que se dé tiempo, que se traslade el tema para la próxima reunión, comprometiéndonos 
con los compañeros de la bancada de Gobierno a traer un texto que, a partir de los aportes que han hecho 
diferentes Diputados -en particular, los señores Diputados Lorenzo, Lacalle Pou, Salsamendi y Cánepa-, nos 
contemple a todos. Nos parece que un proyecto de ley de esta naturaleza, que ampara derechos con los que 
todos estamos comprometidos, tiene un valor adicional si es aprobado por consenso, si es acompañado por 
los distintos partidos y lemas representados en el Parlamento. Entonces, creo que en ese sentido bien vale el 
esfuerzo, aunque no se cumpla con la aprobación del proyecto en el día de hoy -que era a lo que 
aspirábamos-, de buscar un punto de encuentro en estos artículos que se han cuestionado. 


En consecuencia, mocionamos para que se levante la sesión. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Borsari Brenna) 


SEÑOR LACALLE POU.- El Partido de la oposición también se ofrece a redactar un texto alternativo. El 
tema es que la posición del señor Diputado Cánepa y la de quien habla son encontradas; difícilmente se 


pueda llegar a consenso si el señor Diputado Cánepa sostiene que lo tiene que hacer el proveedor y yo 
sostengo que lo tiene que hacer el Estado. 


(Interrupción del señor Representante Ortuño) 


Escuché que se iba a tratar de llegar a consenso; lo que estoy diciendo es que claramente acá se 
trata de dos caminos opuestos. 


SEÑOR ALONSO.- Hay un artículo aditivo propuesto y quiero adelantar un concepto con relación al 
segundo inciso, en el que se da la opción al Juez de ordenar la reinscripción. Creo que, para ser espejo de la 
otra norma, se debería establecer: "El Juez ordenará la reinscripción (...)". 


SEÑOR CÁNEPA.- Antes de votar la moción planteada por el señor Diputado Ortuño y en virtud de que 
debemos trabajar en la parte final del artículo 6”, propongo determinar el artículo aditivo en el día de hoy. 


Por otra parte, para ser coherentes, el segundo inciso del artículo aditivo debería establecer: "El Juez, a 
pedido de parte," -porque la reinscripción debería hacerse a pedido de parte- "ordenará la reinscripción si 
comprobare que continúa configurando los extremos establecidos en el artículo 2” de esta ley". Digo esto 
para ser coherentes con lo que establecimos en cuanto a la inscripción en el artículo 3%, que primero se debe 
hacer a pedido de parte y luego por obligación del Juez si comprueba que están los extremos establecidos. 
Por lo tanto, asumo que con esa redacción podríamos votar hoy el artículo aditivo en el día de hoy, que 
quedaría como artículo 7”, y dejaríamos para analizar solo el final del artículo 6”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Borsari Brenna).- En consecuencia, se desglosa el artículo 6. 
En discusión el artículo aditivo. 


SEÑOR LACALLE POU.- En el último inciso del artículo aditivo se establece: "Cuando se acredite el pago 
de la deuda alimentaria, o a pedido de quien hubiera requerido la inscripción, el Juez dispondrá la baja del 
Registro". Me parece que no sería sobreabundante establecer un plazo para que el Juez disponga esto. Si la 
persona está en el Registro, fue y cumplió, entonces, deberíamos establecer un plazo para que el Juez lo 
disponga efectivamente; quizás el Juez lo disponga pero después de cuatro o cinco meses, porque no se 
establece un plazo legal al Juez para que disponga la baja. Se podría establecer que "dentro de los treinta días 
de acreditada la baja" o que "el Juez ante sí haya tomado conocimiento de esta situación, disponga la baja". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hoy hemos avanzado muchísimo en este proyecto de ley. 


(Interrupciones) 


Lo que dice el señor Diputado Lacalle Pou es correcto, pero yo establecería un plazo mucho 
menor. Entonces, vamos a ver el régimen general. 


(Diálogos) 


En consecuencia, terminaremos la consideración de este proyecto de ley en la próxima sesión. 


SEÑOR LACALLE POU.- El Herrerismo solicitará -seguramente el Partido Nacional nos acompañará y 
espero que también lo haga la coalición de Gobierno- que se ingrese algún tema en particular en el orden del 
día. En este caso, se trata del proyecto de ley relativo a la Defensoría del Pueblo y la Nación, que está 
firmado por todos los sectores del Partido Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción de levantamiento de la 
sesión del señor Diputado Ortuño. 


(Se vota) 


Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


